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del propio contenido del escrito de demanda, en el que
se fijó expresamente su cuantía en 4.947.603 pesetas.
y en que en el escrito de contestación esta cuantía no
fue discutida sino indirectamente y a la baja. Esta con­
clusión no resulta arbitraria ni irrazonable y constituye
además una apreciación de los hechos enjuiciados que
corresponde en exclusiva a los órganos judiciales
(art. 117.3 C.E.) y no puede ser revisada por es1e Tribunal
[art. 44.1 b) LOTC). conforme a la doctrina constitucional
antes expuesta.

3. Tampoco el segundo motivo de amparo invocado
por el recurrente puede ser acogido. Aunque en la
demanda se imputa a la Sentencia de la Audiencia haber
incurrido en vicios de incongruencia y de fal1:a de fun­
damentación jurídica razonada. determinantes de la inde­
fensión del recurrente lesiva del art. 24..1 C.E., el ulterior
desarrollo y argumentación de estas infracciones revela
que con ellas se pretende que este Tribunal revise la
apreciación de los hechos enjuiciados en el pleito y la
aplicación de la legalidad ordinaria realizada por el órga­
no judicial, lo que de modo patente escapa al ámbito
del recurso de amparo constitucional. El derecho fun­
damental a la tutela judicial efectiva incluye como con­
tenido básico, según reiterada doctrina de este Tribunal
(SSTC 20/1982. 39/1985. 110/1986, 23/1987.
55/1987, 74/1990, 11/1991). el derecho a obtener
de los órganos judiciales una respuesta a las preten­
siones planteadas que sea motivada y fundada en Dere­
cho y no manifiestamente arbitraria o irrazonable, aun­
que la fundamentación jurídica pueda estimarse discu­
tible o respecto a ésta puedan formularse reparos. pues
no corresponde al Tribunal Constitucional. que no es
una tercera instancia y órgano revisor que tenga que
efectuar el. control de mera legalidad. rectificar errores,
equivocaciones o incorrecciones jurídicas en la interpre­
tación y aplicación de las normas legales realizadas por
los Jueces y Tribunales en el ejercicio exclusivo de la
potestad que les reconoce el art. 117.3 C.E., salvo que
al hacerlo violaran alguna garantía constitucional. Sin
que el derecho a la tutela judicial efectiva incluya un
hipotético derecho al acierto judicial (SSTC 50/1988,
55/1993, 148/1994), no quedando, por tanto, com­
prendidos en aquél la reparación o rectificación de erro­
res. equivocaciones, incorrecciones jurídicas o. en defi­
nitiva, injusticias producidas por la interpretación o apli­
cación judicial de las normas. En caso contrario. el recur­
so de amparo quedaría transformado en una nueva ins­
tancia revisora con merma de las competencias que
constitucionalmente corresponden a la jurisdicción ordi­
naria (STC 210/1991).

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIOAO QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
OE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia l!n el «Boletín 'Oficial del
Estado...

Dada en Madrid, a cuatro de julio de mil novecientos
noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio Díaz
Eimil.-José Gabaldón López.-Julio Diego González Cam,
pos.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

18256 Sala Segunda. Sentencia 202/1994. de 4 de
julio de 1994. Recurso de amparo
1.144/1993. Contra Auto de la Sala Primera
del Tribunal Supremo inadmitiendo recurso de
casación. Supuesta vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva: inadmisión moti­
vada del recurso de casación intentado.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. cam­
puestapor don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Diaz Eimil. don José Gabaldón López. don Julio Diego
González Campos y don Caries Viver Pi-Sunyer, Magis­
trados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.144/93 interpuesto
por Lorenzo Pato Hermanos, S. A.. representada por el
Procurador don Emilio García Guillén y bajo la dirección
del Letrado don Alberto Bercovitz, contra el Auto de
la Sala Primera del Tribunal Supremo de 4 de marzo
de 1993. que acordó no admitir el recurso de casación
1.669/92. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido
parte R. J. Reynolds Tobacco Company. representada
por el Procurador don Rafael Rodríguez Montaut y bajo
la dirección del Letrado don Javier del Valle Sánchez.
Ha sido Ponente el Magistrado don Luis López Guerra,
quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el 12 de abril de 1993. la representación procesal de
«Lorenzo Pato Hermanos. S. A.... formuló demanda de
amparo contra el Auto de 4 de marzo de 1993, de la
Sala Primera del Tribunal Supremo que acordó no admitir
el recurso de casación 1.669/92.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo relevantes para la resolución del caso son,
en síntesis. los siguientes:

a) La sociedad R. J. Reynolds Tobacco Company
formuló en su día demanda contra la sociedad «Lorenzo
Pato Hermanos. S. A. ... ejercitando acción de nulidad
sobre la propiedad industrial de ciertas marcas, que se
tramitó por el procedimiento del juicio de menor cuantía,
de cuantía inestimable. ante el Juzgado de Primera Ins­
tancia núm. 14 de Madrid (autos 1.044/89), quien con
fecha de 29 de marzo de 1990. dictó Sentencia en la
que estimó íntegramente la demanda.

- b) Interpuesto recurso de apelación por la sociedad
demandada y ahora recurrente. la Sección Decimoter­
cera de la Audiencia Provincial de Madrid (rollo 316/90).
dictó Sentencia. con fecha de 13 de febrero de 1992.
notificada el día 5 de marzo de 1992. por la que deses­
timó el recurso y confirmó en todos sus extremos la
Sentencia apelada.

c) Por escrito presentado el 16 de marzo de 1992
la sociedad demandada preparó el oportuno recurso de
casación ante la Audiencia. que interpuso o formalizó
ante la Sala Primera del Tribunal Supremo el 5 de junio
de 1992. .

d) Por Auto de 4 de marzo de 1993, la Sala Primera
del Tribunal Supremo acordó no admitir el recurso por
concurrir la causa de inadmisión primera del ar­
tículo 1.710.1,2.", L.E.C.. al no ser recurrible en casación
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la Sentencia conforme al nuevo arto 1.687.1.° b) L.E.C.
(Sentencia recaída en jtJicio de menor cuantía. de cuantía
inestimable o indeterminada. en supuesto en que las
Sentencias de apelación y de primera instancia san con­
formes de toda conformidad). aplicable. al caso. con arre­
glo a la Disposición transitoria segunda de la Ley
10/1992. al haberse interpuesto el recurso tras la entra­
da en vigor de la citada ley de reforma procesal.

3. La demanda denuncia la violación del derecho
a la tutela judicial efectiva. en su vertiente de acceso
a los recursos legalmente establecidos. al haber inad­
mitido la Sala Primera del Tribunal Supremo el recurso
de casación con fundamento en una «causa legal inexis­
tente o en aplicación no razonable de alguna de las
causas de inadmisión».

y ello porque se ha aplicado para inadmitir el recurso
una causa que no estaba vigente al tiempo de dictarse
la Slintencia recurrida y de prepararse el recurso de casa­
ción. cual es la que excluye la casación en el supuesto
de Sentencias dictadas en juicios de cuantía inestimable
o de cuantía indeterminada. cuando las Sentencias de
apelación y de primera instancia son conformes de toda
conformidad. prevista en el arto 1.710.1.2.". en relación
Con el art. 1.687.1.° b). ambos de la L.E.C.. en su nueva
redacción tras la Ley 10/1992.

4. Por providencia de 19 de julio de 1993. la Sec­
ción Tercera acordó admitir a trámite el presente recurso
y tener por parte al Procurador comparecido en nombre
del recurrente y. de conformidad con el arto 51 LOTC.
requirió a la Sala Primera del Tribunal Supremo y a la
Sección Decimotercera de la Audiencia Provincial de
Madrid para que remitiesen testimonio del recurso de
casación 1.669/92- y del rollo de apelación 316/90;
interesando al propio tiempo el emplazamiento de cuan­
tos fueron parte en el proceso judicial antecedente. con
excepción del recurrente. para que pudieran comparecer
en este proceso constitucional en el plazo de diez dias.

5. Por providencia de 11 de noviembre de 1993.
se acordó tener por recibidas las actuaciones solicitadas.
tener por parte al Procurador don Rafael Rodríguez Mon­
taut. en nombre de R. J. Reynolds Tobacco Company.
y dar vista de las actuaciones al recurrente y al Ministerio
Fiscal para que en el plazo común de veinte días pudieran
presentar las alegaciones que estimaran procedentes.

6. Por escrito registrado el 14 de diciembre
de 1993. el recurrente reitera su solicitud de amparo
dando por reproducidas íntegramente las alegaciones
contenidas en su escrito de demanda. Igualmente. la
representación procesal de R. J. Reynolds Tobacco C.
O.. por escrito registrado el mismo día se opone a la
concesión del amparo. Alega. en síntesis. que la Sala
Primera del Tribunal Supremo ha realizado una inter­
pretación razonada y coherente de la Disposición tran­
sitoria segunda de la Ley 10/1992. que permite la apli­
cación de la causa de inadmisión prevista en el arto
1.710.1.2.". L.E.C.. en relación con las condiciones esta­
blecidas en el art. 1.687 L.E.C. para la admisión de los
recursos de casación.

7. El Fiscal. por escrito registrado el mismo día 14
de diciembre de 1993. entiende que toda vez que el
art. 24.1 C.E. no garantiza clase alguna de recurso. inclui­
do el de casación civil. sino que sólo asegura los legal­
mente previstos siempre que se cumplan los presupues­
tos. requisitos y límites que la propia ley establezca. cuya
observancia es función de la jurisdicción ordinaria según
el art. 117.3 C.E. La excepción a aquella competencia
exclusiva viene constituida por la interpretación irrazo­
nada. inmotivada o arbitraria de la legalidad procesal.

o bien por el hecho de que. existiendo diversas inter­
pretaciones de aquélla. se haya elegido alguna que no
sea la más favorable a la eficacia del derecho a la tutela
judicial en el que se integra el derecho de acceder a
los recursos puestos por ley a disposición de las partes
que intervienen en el proceso (STC 50/1990. funda­
mento jurídico 3.°).

La norma aplicada por el Tribunal Supremo ha supues­
to la eliminación para el recurrente de un derecho fun­
damental de acceso a un recurso que le venía reconocido
por la legislación vigente y que. en principio, queda bajo
el arco protector del art. 24.1 C.E. El texto de la Dis­
posición transitoria segunda sólo habla de que los límites
serán los determinados por la legislación vigente en el
momento de la interposición del recurso. sin aparecer
de modo claro si este término es utilizado en sentido
técnico-jurídico que nOS llevaría al escrito de formaliza­
ción del recurso, o por el contrario hemos de retrotraer­
nos al momento de la preparación, por entender que
este concepto y el de formalización es un todo unitario
a efectos del de la toma en consideración de los pre­
supuestos del recurso. En este sentido, el núm. 1 de
la Disposición transitoria segunda. interpretado a con­
trario sensu nos llevaría a la legislación antigua y no
a la nueva, toda vez que la resolución judicial recurrida
se dictó cuando aún no estaba vigente esta última, y
por tanto, los requisitos para recurrir vendrían fijados
por la norma más antigua en el tiempo.

La solución del Auto recurrido en amparo pasa, pues,
a efectos de legislación aplicable, por la separación tajan­
te de las fases de preparación e interposición del recurso
considerándolós como actos aislados desconectados de
la idea unitaria de instancia, que por cierto presidía la
legislación transitoria de la Ley 36/1984 y que dio pie
a numerosa jurisprudencia de aquel momento que enten­
día no fraccionable aquélla a efectos de aplIcación de
normativa. El resumen final supone constatar la lesión
constitucional por la inadmisión del recurso debido. de
una parte, a una interpretación de la norma de conflicto
no adecuada al caso planteado (legislación de 1881 l.
y, de otra, contraria a la efectividad del derecho fun­
damental de acceso al recurso. Por todo lo expuesto
el Fiscal interesa se dicte Sentencia otorgando el amparo.

8. Por providencia de 30 de junio de 1994. se fijó
para la deliberación y fallo del presente recurso el dia
4 de julio siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

Unico. Entiende la recurrente que la aplicación por
la Sala Primera del Tribunal Supremo del nuevo límite
de acceso a la casación introducido por la Ley 10/1992,
en el art. 1.687.1 b) L.E.C. (según el cual no cabe el
recurso de casación contra las sentencias dictadas en
los juicios de menor cuantía. de cuantía inestimable o
de cuantía indeterminada. en los supuestos en que las
Sentencias de apelación y de primera instancia sean con­
formes de toda conformidad) a un recurso preparado
con anterioridad a la entrada en vigor de la citada ley
de reforma procesal. supone la aplicación de una causa
de inadmisión del recurso. inexistente o irrazonable que
vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva que garan­
tiza el art. 24.1 C.E.. en su vertiente de derecho de acceso
a los recursos legalmente establecidos.

Desde la perspectiva propia del proceso constitucio­
nal de amparo, la cuestión,que se plantea en el presente
recurso es sustancialmente idéntica a la resuelta en la
STC 374/1993. En consecuencia. para su resolución
bastará con remitirnos in tato a los razonamientos en
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ella contenidos y concluir, como allí se hacía, con la
desestimación del amparo solicitado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a cuatro qe julio de mil novecientos
noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio Diaz
Eimil.-José Gabaldón López.-Julio Diego González Cam­
pos.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

18257 Sala Primera. Sentencia 203/1994, de 11 de
julio de 1994. Recurso de amparo 154/1990.
Contra· Sentencia de la Audiencia Provincial
de Badajoz, en apelación. que confirmó la con­
dena del actor por un delito de imprudencia
temeraria. Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: motivación arbitraria de la
Sentencia impugnada como consecuencia de
error manifiesto. Votos particulares.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 154/90, promovido
pordon Manuel Enrique Gómez Rodríguez, representado
por él Procurador don Carlos Zulueta Cebrián y defendido
por el Abogado don Andrés Morillo Gotor. contra la Sen­
tencia emitida por la Audiencia Provincial de Badajoz,
de 4 diciembre 1989 (rollo de apelación núm. 163/89),
que confirmó la condena del actor por un delito de impru­
dencia temeraria. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y
ha sido Ponente el Magistrado don Pedro Cruz Villalón,
quien expresa el parecer del Tribunal.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro de
este Tribunal el día 18 de enero de 1990, se interpuso
el presente recurso de amparo contra la Sentencia dic­
tada por la Audiencia Provincial de Badajoz, de 4 de
diciembre de 1989(r. 163/89), que estimó en parte
el recurso de apelación interpuesto por el actor, con­
firmando la condena que le había sido impuesta por
la Sentencia del Juzgado de Instrucción núm. 1 de Méri­
da. de 12 de mayo de 1989 (a. 22/87), a multa de
30.000 pesetas, privación del permiso de conducir

durante seis meses, indemnizaciones y costas, pero reba­
jando la privación del permiso a tres meses y un día.

En la demanda de amparcl se solicita la nulidad parcial
de la Sentencia impugnada, dejando subsistir los pro­
nunciamientos sobre responsabilidades civiles y costas.
y dejando sin efecto las sanciones penales impuestas.
Asimismo, se solicita la suspensión cautelar de estas
.últimas.

2. La pretensión nace de los siguientes hechos;

a) El 12 de agosto de 1987 se produjo un encono.
tronazo entre dos vehículos, ocasionado porque el señor
Gómez Rodríguez se adentró én una carretera sin res­
petar una señal de «stop». Sólo se produjeron daños
materiales, por valor de 328.000 pesetas.

b) El Juzgado de Instrucción dictó condena contra
el conductor por imprudencia temeraria, al amparo de
los arts. 565, párrafos 2 y 6, y 563 C.P., mediante Sen­
tencia de 12 mayo 1989.

El inculpado interpuso recurso de apelación, fundado
en que la Sentencia condenatoria infringía los arts. 565
y 586.3 C.P., en relación con su art. 6 bis b), y
art. 1 del mismo Código. En la vista de su recurso de
apelación, la defensa del señor Gómez negó que hubiera
existido imprudencia temeraria, solicitando se redujera
la privación del permiso al mínimo. dado que la profesión
del condenado, viajante de comercio. requeria conducir
frecuentemente. '

La Audiencia estimó este último argumento, en la
Sentencia ahora impugnada. de 4 diciembre 1989.

c) En el «Boleiín Oficial del Estado» de 22 de junio
de 1989, mientras se tramitaba el recurso de apelación.
había sido publicada la Ley Orgánica 3/1989, de 21
de junio. de reforma parcial del Código Penal. En ella
se despenalizan diversas conductas, entre otras la de
los daños causados por conducción imprudente de vehí­
culos automóviles, de escasa cuantía (nueva redacción
del arto 563 C.P.). Su Disposición transitoria segunda.
párrafo 2, establece que en los procedimientos en tra­
mitación sobre conductas despenalizadas, «el Juez limi­
tará el contenido del fallo al pronunciamiento sobre res·
ponsabilidades civiles y costas».

3. En la demanda de amparo se afirma que la Sen­
tencia de la Audiencia, al no haber tenido en cuenta
la despenalización efectuada de la conducción impru­
dente con resultado de daños menores, ha vulnerado
el derecho fundamental a obtener una resolución fun­
dada en Derecho (art. 24.1 C.E.), y el derecho a la retroac­
tividad de la norma penal más favorable (art. 25.1 C.E.).
Hace constar que el recurso de apelación fue formulado
antes de la publicación y de la entrada en vigor de la
Ley Orgánica de reforma, aun cuando reconoce que la
celebración de la vista fue posterior a la publicación ofi­
cial de la Ley.

4. La Sección Segunda, por providencia de 26 de
febrero de 1990, acordó admitir a trámite la demanda
de amparo. requerir las actuaciones, y abrir pieza sepa­
rada de suspensión.

Previas alegaciones de la parte.. e informe del Minis­
terio Fiscal. la Sala dictó Auto de 12 de marzo de 1990,
que acordó la suspensión cautelar de la ejecución de
la pena privativa del permiso de conducir, y denegar
la suspensión de la pena de multa, siendo ello comu­
nicado a la Audiencia telegráficamente el mismo día.
y notificado a las partes.

Por diligencia de 11 de mayo de 1990 se hizo constar
el envio por parte de la Audiencia de testimonio del


